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Popular de Seguros, S. A.• no defiende su 1nterél en el con· .
creta caso, part1~ndo del enjuiciamiento que los Tribunales han
rea.lizado, sino esttictamente 1& presencia de las compañíal de
seguros en un juicio de faltas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
E5PANOLA,

9337 Pleno. Recurso de. inconstitucionalidad número I8a!
1982.-Sentencia número 49/1984, de 5 de abrU.

El Pleno del Tribunal Constitucioll.al, compuesto por dan
Manuel Careta.-Pelaya y Alonso, Presidentej don Jerónimo Aro­
zameoa Sierra, don Angel Latorre Segura. don Manuel Diez de
Ve lasco Vallejo. don Francisco Rubio Llorente, doña Gloria Be­
gué Cantón. don Luis Diez Picaza. don Francisco Tomás '/ Va­
liente don Rafael Gómez~Ferrer Morant, don Angel Escudero
del Corral, don Antonio Truyol Serra y dan Francisco Pera Ver·
daguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCiA

en el recurso de incO'Ilstitucionalidad número Hl¿¡ 1\:1d<!., promo~

vido por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña,
representado por el Abogado don. Manuel Maria Vicéna i Matas,
contra la disposición adicional segunda y artíCulos 1.0 y 7.°
de la Ley 1/1982, de 24 de febrero, por la que se -regulan 1M
salas especiales de exhibición cinematográfica, la filmoteCl¡~ es~

pañola y Isa tarlfaa de las tasas por licencia de doblaje, Ha
sido parte el Abogado del Estado en representación del Gobier­
no, y ha sido ponente el Magistrado don Jerónimo Arozamena
Sierra, quien expresa el parecer del Tribunal.

l. ANTECEDENTES

Primero.-El 28 de mayo de 1982 la Generalidad de Cataluña,
representada por el Abogad.o~Jefe de su servicio contencioso, in·
terpuso recurso de inconstttucionalidad contra la disposición
adicional segunda y, por conexión o consecuencia, los articulos
1.0 _y 7.0 de la Ley 1/1982, de 24 de febrero, por la que se regu·
lan las salas especia.les de exhibición cinematográfica, la fil­
moteca española y las tarifas por licencia de doblaje. Los fun­
'<iamentos jurídicos del recurso son:

Al Competencia de la Generalidad en materia cinematográ­
fica:

al En concordancia con el artículo 148, 1, 17 Y 19, Y artIcu­
lo 149, 3. de la Constitución (en lo sucesivo CE), el artículo 9.31
del Estatuto de Autonomia de Cataluña (en lo sucesivo KACl,
otorga a la Generalidad competencias exclusivas en materia
de espectá.culos, y el apartado cuarto de este artículo le atribuye
competencia con idéntica amplitud por lo que hace a la cul­
tura.

b) La cinematografía se vincula a estos dos campos de
acción, más al de los espectáculos que al de la cultura.

c) El Real Decreto 1010/1981, de 27 de febrero, sobre tras­
paso de servicios, precisa que la transferencia abarca las fun·
c!ones y servicios relativos a la cinematogra!la, sin otr~ excep.
ClOnes que las relaciones con los ámbitos estatal e interna.­
CIOnal y el Fondo de Protección a la Cinematografía que, en
tanto se. mantenga SU actual normativa, sólo se transfiere el
porc.entaje, a determinar pOr convenio. de- la parte del fondo
d~stmado a subvencionar películas de especial calidad y espe·
clal para menores. excepción que es temporal y se sitúa en el
campo de la atribución de medios.

d) En definitiva, la Generalidad dispone de competencias
exclusivas en materia de cinematografía, sin otras excepciones
que las relaciones de ámbito estatal o internacional y las mati­
zaciones que, temporalmente. se deriven de la aplicación del
Fondo de Protección a la,Cinematografía.

Bl Ordenamiento general y ord"enamiento autonómico: An­
tes de proceder al examen de la Ley 1/1002, de 24 de febrero. y,
en especial, de su disposición adldonal- segunda, comienza por
ha-cer una referencia a algunos de los aspectos del sistema de
conexiones entre el ordenamiento general y el ordenamiento
autonómico. Por lo tanto, dice que el traspaso de servicios del
Estado a las Comunidades Autónomas puede ser contemplado
desde una doble perspectiva: de una parte, a.tribuye a aquéllas
los medios ~ instrumentos inherentes a las compet~ncias que
hayan asumIdo y, de otra, desapodera a la Administración es­
tatal de suerte que ésta, desde el momento mismo del traspaso,
encuentra vetada su intervención en los ámbitos correspon­
dientes a las materIas traspasadas. Esta consecuencia SUpOne
una solución de continuidad en la acción administrativa estatal
y .además el explícito reconocimiento de que en el futuro deter.~
m'~ados sectores de la realidad quedarán al margen de su
poslble intervención, y ello de manera permanente, toda vez
que traspasados unos servicios a una Comunidad Autónoma
)'a no le resulta factible al Estado crear otros similares o aná.

Ha decidldol

Desestimar el presente recurso de amparo y dejar sin eféc­
to la suspensión acordada por auto de 20 de julio de 1983.

PubUquese en el ..Boletín Oficial del Estacto_.

Dado en Madrid, ,.f de abril de 1984,- Firmado: Jerónimo
Arozamena Sierra.-Francisco RuDlo Uorente.-Luis Diez.Picazo
y Ponce de León.-Francisco TomAs y Vallente.-Antonio Truyol
Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Rubricados.

lagos en la propia Comunidad. Por otra parte. si bien es verdad
que mientras el Parlamento de Ca.taluña no legisle o el Gobierno
de la Generalidad no ejerza la potestad reglamentaria en el

. campo de la cinematografia, las leyes y reglamentos estatales
habrán de aplicarse en la Comunidad Autónoina con carácter
supletorio. debiei1do, por lo tanto. aderuarse a aquella legalidad
los actos y resoluciones de la Administración Autónoma, tam­
bién 86 igualmente cierto que el principio de supletoriedad del
derecho estatal no se .extiende al terreno de la organización ad·
ministrativa o al ejercicio de la función ejecutiva que se atri·
buyen con la vigencia del Estatuto, exclusivamente a la Gene­
ralidad. Los servicios traspaaa.clos se integran en la organización
de la Comunidad Autónoma. Por consiguiente, una eventual
afectación de las competencias de la Generalidad por una ley o
disposición estatal no pueden derivarse de una falta de clátJsulas
de salvaguarda o reserva de las potestades autonómicas, sinO
del hecho de que su contenido limite indebidamente el ejercicio
de esas potestades. y &sto es, a lulcio del Abogado de la Gene­
ralidad, lo que ha ocurrido en el caso presente.

Cl Inconstitucionalidad de la disposición adicional segunda
y por conexión o relac1ón de los articulas 1.0 y 7.° de la Ley
1/1002, de 24 de febrero: La Ley citada otorga al Ministro de
Cultura la facultad de resolver en orden a 1& calificación de las
películas: ..X,. y de arte y ensayo, así como la clasificación de
ias salps especiales en que hayan de ser exhibidas: Ha de en­
tenderse que dicha atribución competencial &1 Ministerio de' Cul­
tura no implica ninguna alteraciÓn en orden a las competencias
de -Ia Generalidad, ya que en Catalu1\a aquella facultad de
resolución será ejercida por la Administración autonómica en
méritos de su exolusiva competencia en materia d~ cinemato~

grafía. que incluye la función ejecutiva, traducida en este
supuesto en la -intervención de la actividad de los particulares
que se resumen en la exhibición de peUculas, previa califica~
clón. La citada disposición adicional supone, cuando menos,
que el informe preceptivo no vinculante para la clasificación de
películas prevista en los articulas 1.0 y 7.0 de la Ley no podrá
ser emitido por un órgano de la Administración Autónoma, sino
ún1cam~nte por la Comisión de Calificación de Pelfculas Cine~

matográficas que se establece en el seno de la Dirección Gene­
ral de Promoción del Libro y Cinematografia del Ministerio
de Cultura. Tal situación incurre de lleno en vicio de incons­
tituclonalidad por vulnerar la delimitación de competencias pre­
vista. por el artículo 9.°, apartados 31 Y 4. del EAC, dentro del
marco de (os articulas 148, apartado 1, números 17 y 19, Y 149,
apartado 3, de la CE. Tal encargo de emitir informes ha de
encuadrarse dentro de las coordenadas que tipifican la llamada
función ejecutiva. Entre los actos que se producen en el seno
del procedimiento administrativo destacan los actos trámite que
comprenden. además de los actos de ordenación, los actos mate~

riales distintos a los de mera ordenación, pero que preparan la
resolución ftnal, tales como los informes, propuestas, etc., y
como a la Comisión se le ha ap1buido la emisión de informes.
es claro que estamos en presencia de unos actos que pertenecen
a la fase eiecutiva. La Ley cuestionada afecta gravemente a
las competencias ejecutivas de Cataluña en materia cinemato­
gráfica, al disponer que sólo un órgano de la Administración
oentral es el que debe' llevar a cabo la función ejecutiva de
emitir los informes que en la propia ley se establece, cuando
esa función corresponde a- la Generalldad, pues ni se la ha
reservado el Estado ni existe ningún fundamento constitucional
ni estatutario para atribuírsela ni hay razón alguna para pri­
var de ella a la Generalidad. En definitiva, la diSfc0Slción &d1-

i~~n;\.:e~~~~a m1snf:re~o~~~~ ~oJ=~~~te~S p=~'tl:~
a los Informes de la Comisión de calificación, han de ser
reputados inconstitucionales al desconocer e invadir la8 compe~

tencias atribu[da¡ a. la Generalldad por el articulo 9.°, apar~

tados 31 y 4. del Estatuto de CataJuñ&.
D) Consideracionell complementarias en torno a lal! compe­

tencias de la Generalidad en orden a la calificación de pel1cula.
y clasificación de salas de exhibición: Cuando los artfculas 1,
2 Y 7 de la. Ley 111982, de 24 de febrero, se refieren al Ministerio
de Cultura hay que entenderlos referidos en Catalufta al De­
partamento de Cultura de la Generalidad. Con arreglo a los
artículos 3 y 8 de la .Ley citada tanto la exhibición de pel1cu­
las ..X.. como las de ..Arte_ y ensayo- en las salas de su propio
nombre produce consecuencias, entre otras, de carácter fiscal.
circunstancia de la que se podría pretender derivar efectos en
orden al régimen competencial sobre la cinematografta. !\hora
bien. cualquier incertidumbre al efecto desaparece si se tiene
en cuenta que la finalidad esencial de la Leyes la misma cla,.­
sificación de los filmes como núcleo central de un espectáculo,
cual es el cine, p'6rO no articulación de medidas económicas
de naturaleza complementaria e indirecta tendentes a favorecer
o dificuitar la exhibición de ciertas películas. La ley parte del



OE.-Supl. al núm. 99 25 abrJl 1984 33

lesdobJamiento en dos fases del proceso de intervención en la
actividad cinematográfica, d{)biendo primero producirse los
actos de clasificación y calificact6n de las sajas v de Jos filmes
y después los tributarlos. Y es que la presencia de connotacIo­
nes fic;cRles no deja sin efF!cto la competencia principaL Por
último, dice el AboJl;ado de la Generalidad que el fomento de la.
("lJltura. si ése es el objeto a que se dirige la Ley 1/1982, tamo
bién es competencia exclusiva de la Generalidad de acuerdo
con el artículo 148, apartado 1, número 17, de la CE, y el ar~

ticulo 9, 41, del EAC, por lo que en el ejercicio de dicha com·
pe+,encia la Administración autonómica puede y debe llevar a
cabo las "funciones ejecutivas que se contemplan en la men­
cionada Lev. Con fundamento en las anteriores con~ideraciones

solicitan quP- se declaren incon~titucionales la dlspohiclón adi­
cional se,!!'unda de la Ley citada y los artlculos 1 y 7 de .la
propia Ley

Se~ndo.-La Sección' Tercera del Trihunal Constitucional
dispúso por providencIa de 2 de lunlo de 1982 admitlr a trámit.e
el indicado recurso de inconstltucionalidad y dar traslado al
Congreso de los Diputados v al Senado, por conducto de sus
Presidentes. v al G<Jbiemo, por conducto del. Ministerio de Jus­
ticIa·, para que en el plazo de quince dias puedan personarse
~n el procedimiento y fonnular las alegacIones que esUmen
oportunas, En tiempo v forma únicamente ha formulado ale­
gaciones el Gohierno, representado por el Abogado del Estado:

Al El Abogado del Estado comienza por delimitar el é.mbito
de este proceso y después de algunas consideraciones dice que
la apreciación de la Generalidad se basa en un supuesto des­
conocimiento de competencias atribuidas a la misma, en cuanto
al informe atribuido a la Comisión prevista de la -dIsposición
adicional segunda se le confiere carácter preceptivo. La iden­
tificación de la causa ..petendh como una pura reivindicación
de competencia dentro del mismo esquema. normativo de la
Ley cuya allUlación se 'Pide, evidencia una visible contradic­
ción que pone en tela de juicio la idoneidad del proceso enta­
blado y la propia legitimación para recurrir. Cuando sin oues·
tIonarse la dimensión material o funcional de la Ley se pre·
tende una competencia prevista· en la misma, debe seguirse el
tré.mite de' los conflictos y especificar en ellos con toda claridad
la competencia que se recaba; si, por el contrario, es la misma
dimensión material de la Ley lo que menoscaba el é.mbito com­
petencial propio de autonomía. entonces será procedente el
recurso de ínconstitucionalidad. Después de estas consideracio­
nes pasa el Abogado del Estado a formular las consideraciones
que estima procedentes respecto a las alegaciones que se con­
tienen en la demanda.

Bl La demanda impugna' por conexión los articulas 1 y 7
de la Ley, En principio. la conexión. es el reflejo de una es­
pecial vinculación entre preceptos,que permite al Tribunal
Constitucional anular determinadas normas aunque no hayan
sido impugnadas. Esto no impide que en una demanda de in·
constitucionalidad se pida la declaraCión de nulidad de una
norma en causa a su conexión con otros preceptos que tam­
bién se estiman inconstitucionales. Para la demanda, la com­
petencia instituida en los articulas 1 y 7 de la Ley en favor
del Ministerio de Cultura para la calificación de pelfculas .x~
o de -arte y ensayo.. no es disconforme con el ordenamiento
constitucional. si bien entiende que la referida competencia co­
rresponde en Cataluña a la Administración Autónoma. Afiade
el Abogado del Estado que la impugnación, por conexión, de
los articulas 1 y 7 no es una impugnación plena; no responde
al propósito de eliminar la 'competencia del Ministerio de Cul­
tura, sino que se propugna eliminar la competencia informa­
dora o· asesora de la Comisión a que hace referencia la dispo­
sición adicional 'segunda. Aun admitiendo en términos de
hipótesis que la competencia ministerial fUera una competencia
residual. válida en virtud de la vigencia supletoria del derec!J.o
estatal, no se explica cómo admitiéndose la competencia prm·
cipal, que es la resolutoria, se rechaza una competencia ins­
trumental o accesoria. que es la asesora. De acuerdo con este
planteamient.o hipotético, 10 que habría podido perturhar el
entendimiento correcto del precepto son las notas de exclusivi­
dad y Ambito nacIonal que 'emplea la disposición adicional se­
gunda para definir la función asesora de la Comisión. La
alusión al ámbito nacional tampoco sería una caracterización
contrfi.dictoria frente a eventuales competencias territoriales au­
tonómicas. La competencia del [stado es por esencia una com­
petencia territorial 1limitada. El derecho del Estado puede ope­
rar como derecho .supletorio y anteponerse a los ordenamientos
territoriales autónomos, pero ni aún ello le priva de su signi­
ficaci6n de derecho vigente. v eventualmente aplicable, a toda
la nación española. Estas reflexiones ponen de manifIesto, dice
el Abogado del Estado. la improcedencta de la demanda, in­
cluso en 50 propio plano argumental. Para la hipótesis de par­
tida del escrito de la Generalidad, que- reconoce una competen·
cia cal1ficadora estatal, sIquiera sea a tftulo supletorIo. el
recurso carece de todo sentido y sólo puede reconocerse en su
planteamiento un propósito puramente interpretativo, por cuan­
to el Tribunal Constitucional no anularia los preceptos impug­
nados, pero aclararla una competencia que la demanda pretende
justificar. cual es que las competencias de clasificación de pe­
l1culas corresponderlan a la Generalidad.

Cl Aceptando que el motivo de pedir en este proceso es la
obtención de una declar&Ci6n interpretativa sobre el alcance
territorial de la Ley, la cuestión que se plantea se centra en
determinar si tal pretensión tiene cabida en el proceso consti-

tuc1onaI. Cita el Abogado del Estado la sentencta de este Tri­
bunal de 13 de febrero de 1981, que según dice rechaza las
sentencIas interpretativas como contenido potencial de las pre­
tensiones de las partes. sm perjuicio de constituir un medio
para el Tribunal al objeto de evitar lagunas en el ordenamiento
jurídico. La intención de la Ley no consiste en circunscribirse
a un valor normativo supletorio de los preceptos que en este
punto puedan dictar las ComunIdades Autónomas, sino que
aspira a ofrecer una regulación directa y preferente para todo
el territorio nacional. La competencia resolutoria instituida en
los artículos 1 y 7 a favor del MinIsterio de Cultura se encuentra
establecida para toda' clase de peliculas con abstracción del te­
rritorio en que se produzca. realicen o proyecten y la función
asesora de la Comisión tiene el mismo tmbtto material que la
atribuida al órgano resolutorio.

DJ Las funciones del Estado sobre el cine derivan de ser
éste un medio de comunicación social, V en cuanto tal incluido
en el articulo 149.1.27 de la CE. Es incuestionable, dice el Abo·
gado del Estado, que la exp.resi6n medios de comunicación

. social no se circunscribe a los medios de lnfoI11lación, El cine
como medio de comunicación social constituye o puede consti·
tuir una fonoa de expresión cultural y, por tanto, la materia
en cierta medida puede imputarse al campo de la cultura, que
es. como recuerda el escrito de la Generalidad. una competencia
estatutaria; y el cine es ordinariamente un especté.culo. y por
tanto también aqu( debe ser considerada la competencia esta·
blecida en el art~culo 9.31 del EAC. SI la competencia en materia
de cultura hubiera de atraE'!r a favor de la competencia auto·
nómica todas aquellas materias sobre las que es 'Concebible una·
acción politica de matiz cultural. un gran nllmero de compe·
tenelas estatales podrían quedar vaciadas de contenido. La
competencia cultural y de espectáculos, con el ligno de com­
petencia de fomento, refleja una forma de aceJ6n compatible
con el esquema n,ormativo básico que adopte el Estado en
relación con los medios de comunicación social, La supraterri­
torialidad v ~neralidad de la Ley impugnada constitu~e una
exigencia ineludible de la propia. OE. Examinada la Ley Im.pug~

nada en su finalidad esencial se descubre un propósIto de
favorecer la producción de determinadas películas y de obstacu·
Uzar el desarrollo de otras. Una diversidad en los centros de
decisión calificadora no impediría 1uicios diversos y consecuen­
cias legales también diversas. La'p&l1ficaclón podria representar
en muchos casos una medida indirecta de obstaculización en la
circulación de un bien jurídico, cual es la propiedad cinemato·
gré.flca, entre diversas partes del territorio nadonal. La pre·
tansión de la Generalidad conduciría. leglln .el Abogado del
Estado, a un resultado en flagrante contradicción con las nor·
mas establecidas en el artículo 139 de 1& CE.

E) Finalmente Be refiere el Abogado del Estado al signifi­
cado fiscal de la Ley impugnada. La calificación no es la fina·
lidad esencial de la Ley; la calificación el un técnica lnstru·
mental, utilIzada como punto de partida entre otros efectos,
entre ellos los tributarios, pero que carece di toda finalidad
en sí misma y menos aún de una finalidad esencial. La finali·
dad tributaria no dela de asumir un significado instrumental.
La calificación de las películas en todas BUS modalidades. refle­
la un ·Iuicio de valor que se erige en un elemento esenCial del
hecho imponible del tributo regulado en el articulo 3.° de la
Ley o en la exención contemplada en el articulo 8.0 de .l.a
misma. Una diversa valoración renejada .en el acto de cahfI­
cación conducirla a resu.ltados inaceptables: una misma pelf~u­
la determinada podría gozar en un ten1tor1o de un exe.nclón
tributaria total, mientras que en otro se hallaría sometlda a
dura imposición. El principio de igualdad en general y del
sistema tributario en particular exige que exista una igualdad
absoluta en los elem.entos esenciales de los tributos, excluyén­
dose la concesión de beneficios Ciscales respecto de tributos ~el
Estado, salvo por Ley naturalmente emanada del Estpdo; :n IS­
mo. JamAs debe prevalecer una interpretación que proplcle o
simplemente haga posible un efecto de desigualdad en los de~
rechos de los oiudadanos. Se comprende que la razón y la
reserva de competencias estatales se relacionan aqul con la
igualdad de los ciudadanos ante la Ley.

Tercero.-Para. la deliberación y votación de este recurso de
inconstitucionalidad se señaló el día 115 de marzo 9:ctual y f~1..e

. prorrogada por providencia de 22 de marzo del mlsmo

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-La demanda de la Generalidad de Cat.aluña Sf' ba.sa
para postular que declaremos la inconstttuc1onaJidad de la dIS­
posición adicional segunda y de 10B artIculos 1.0 , 7.° de la
Ley Vl982, de 24 de febrero, en que etos preceptos son con­
trarios a las reglas 1. 17 (fomento de la f;Ultura), Y 1, 19 (ade­
cuada uti11zact6n del ocio), del articulo 148 de la CE, y. dentro
de este marco constitucional a las oompetenctas asumldas en
los apartados 4.0 (cultural .¡ 31 (espect'culos) del articulo 9:°
de su Estatuto. Es esta configuración de la _causa petendl~
una defensa de competencias la que da lugar a que en el
conjunto de ·la oposición al recurso desan'OIlada por el :-\bogado
del Estado Be slttle en prlmpr lugar el problema de SI la pre­
tensión hecha valer por la Generalidad tiene encale en un
proceso de inconstltuolonalidad en la modalidad de control
abstracto. En el dise:f1o de tipos procesales que hace nu~stra CE
(articulo le)} y que desarrolla la LOTC, hay uno especifICO para
los confl1ctos posit1vos, que cuando se promueven por ~8S. Co­
munidades Autónomas se pr('!pflra mediante un requenmlento
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que desatendido deja abierto el acceso al proceso constitucio­
nal. Es éste el camino -dice el Abogado del Estado- que de­
bió seguir la Generalidad y no el del recurso de inconstitucio­
nalidad. Planteadaa asf laa cosas, 1& excepción del Abogado
del Estado no puede ser acogida; y es que sin apoyarnos sólo
en 10 que dicen algunos preceptos de 1& LOTe respecto al ca­
rácter de los actu que motivan los conflictos, constredidas en
la literalidad de tales preceptos a .disposiciones.. o a ·actos,.
o .resoluciones.. (articulos 62, 83 Y 66) en lo que S6 define
también en la LOTe. como bloque de constitucionalidad a los
efectos del Juicio de conformidad o disconformidad. con 1& CE
(artículo 28.1), es concluyente lo qUe dispone el articulo 67 rea­
pacto al punto qUe ahora importa de que 51 la clImpetencia
controvertida hubiera sido atribuida por una Ley o norma con
rango de Ley el confilcto de competencia se tramitará desde
un inicio en la forma prevista para el recurso de incon'ititl.i~

cionalida.d. Las reglas contenidas en el articulo 63 y en el nú­
mero primero del articulo siguiente son otro apoyo importante
para que no se lleven al proceso de conflicto las pretensiones
que, aun teniendo una fundamentación competencial, recaen
sobre Leyes, pues el requerimiento -y luego el conflicto- se
traba entre 6rganos ejecutivos, esto es, cuando el destinatario
del requerimiento ea el Gobierno, el requerimiento y, en su
caso el conflicto, se dirige a éste. sin que en la LOTC esté
prevista la presencia. del Congreso y el Senado, parte8 naceS&-­
rias cuando se trata de una Ley. Ni el Gobierno podrla atender
el requerimiento frente a una acusación de violaci6n campe-.
tencial. porque traspasarla el ámbito de las funciones definidas
constitucionalIdente, ni es imaginable en la estructura que
la LOTe ha querido dar al proceso de conflicto, que éste se
desenvuelva en un conflicto sobre Leyes entre los sujetos que
dicen aquellos preceptos.

Segundo.-En alguna de nuestras sentencias (puede citarse
la de 28 de Julio de 1981, publicada en. el -Boletfn Oficial del
Estado_ de 13 de agosto) se ha dicho que el recurso de incons­
titucionalidad. es un medio de impugnación de una Ley, dis­
posición normativa o acto con fuerza de Ley, que tiene por
objeto inmediato la determinación de SU inconstltucionalldad,
sin que queden excluid.. de 8U tt.mbito las normas que afectan
a la delimItaci6n de competencias (artIcul08 161, 1, al, de la CE,
y 31 de la LOTCJ, mientras que la final1dad. del conflicto po­
sitivo de competencias e8 determinar el titular _de éstas cuando
con motivo de una disposición. resoluci6n o acto se entiende
que uno de sus titulares invade el ámbito competencial de otro.
Podrá decirse que esta declaración y otr.. en la misma linea
de pensamiento se recoge en aentenci.. que han puesto fin
a recurso de inconstituclonal1dad contra Leyes- autonómicas v
que respecto de ellas ])Or la misma realidad de tratarse de
ordenamientos particulares, o en otros términos vigentes tan
sólo en una parte del territorio, el supuesto no es equipara.ble
al caso de Leyes del Estado, emanadas, por tanto, de una com­
petencia legislativa que es de carl1cter general, en la que
propiamente no apera el limite territorial, y respecto de la
cual. eh el caso de competencias autonómicas, la norma estatal
actuará como norma supletoria, y fuera de las competencias
legislativas autonómicas, en aquellos territorios en los que DO
se hayan previsto tales competencias o no se hayan asumido
como norma directa, Puede d,ecirse que los supuestos son distin·
tos. mas esto no puede llevar al proceso de connicto las dis­
crepancias con fondo competencial dirigidas contra Leyes- esta­
tales y al recurso de Inconstituclonalidad las pretensiones que
Incorporando como fundamento sustancial un problema de com­
petencias se promueven contra Leyes auton6mlcas. La distin­
ci6n operará en el tratamiento de unas y otras Leyes; unas
(las estatales), sin Ambiios limitados materialmente; las ·otras
(las autonómicas). limitadas a determinadas materias, con lo
que esto supone en orden a la validez en caso de excesos com­
petenciales y comportará, respecto de aquéllas, particul-arida­
des con reflejo en las pretensiones a hacer valer y acaso en el
contenido de la sentencia, mas no en el cauce procesal. No seré.
legitimo la utilización del recurso de inconstltucionaldad con la
finalidad de obtener declaraciones preventivas o previsores ante
eventuales agravios oompetenclaJes o interpretativas que pon·
gan a cubierto de aplicaciones contrarias al orden de compe­
tencias establecido en la CE v. dentro del marco constitucional.
e?_los Estatutos de Autonomia. Si la Ley estatal, por modo
directo, entral\a una violación de norma definidora de compe­
tencia, v esto ocurrirá junto a otros imaginable supues~os
cuando se crea en la Lev órganos a los que se asigna una com­
petencia exclusiva y de. ámbito estatal que desconoce de modo
lfolmediato y directo competencias auton6micas, no podrá de~
Clrse que se utiliza Indebidamente el instrumento procesal
pue~to a dis~siclón de los legitimados para ello, con la pre­
tenS.lón de ehminar de la fórmula legal las ,proposIciones nor­
mativas vulneradoras de. las reglas que integran también el
bloqu.e de constitucionalidad. Esto es lo que denuncia la Ge­
neralidad en el presente proceso, pues alega qUe la creación
d: un 6r:gano colegiado encargado con canicter exclusivo y ám.
blto naclOoal de emitir· informes acerca de las peHculas ....onsi
deradas -x.. o de -arte y ensayo .. (disposición adicional sel1;unda
de la Ley. 1/1962) es coo'trario a las reglas definidoras de la
competencIa estatal v de la competencia auton6mica. El pro.
ceso se contrae a esta disposición, y en lo que la Generalidad
enlaza a través de las Ideas de conexión o consecuencia a los
rrtrculos 1.0 y 7.° s610 en este extremo de calificaci6n de peUcu­
as, esto es. en el competenciaI de ejecución. Las reglas mate­

riales de la Ley y otras que teniendo un carácter organizativo

no se comprenden en el concreto ámbito de la calificación de
peltculaa, no son objeto de impugnaci6n.

Tercero.--Como deciam08 anterIormente. los preceptos que
invoca la Generalidad. son los del articulo 149, 1, 17 (fomento
de la cultural, y 1, 19 (adecuada utilización del ocio), y dentro
de este marco constitucional, los del articulo 9.°, .. (cultura),
y 31 (espectáculos) del EA de Catalui\a, aunque con el limitado
alcance de qUe se estime la inconstitucionalidad de la aludida
disposición adicional y, en su caso, de los articulas 1.0 y 7.°, en
cuanto atribUYe a órganos de la Administraci6n del Estado. en
exclusividad y ámbito nacional, la calificación. de pel1culas.
No son, sIn embargo, aquellos los únicos preceptos que se In­
vocan respecto de la constitucionalidad· de la disposici6n adi­
cional sagunda y, en definitiva, de la atribución de la compe­
tencia calificadora de películas a la Administración del Estado,
pues el Abogado del Estado funda la competencia estatal tam­
bién en el articulo 149, 1, 27 (medios de comunicación soclaD,
y aun en loa prec~ptos definidores de competencias en materia
tributaria. Concurren asi vanas regla.i, respecto de las Luales
deberá examinarse si todas las traídas, desde una y otra parte,
para defendr:r sus opuestas tesis puede entenderse en principo
concurrentes, y en este caso, esto es, si la norma l:uestionada
pudiera entenderse' comprendida en más de una regla defini­
dora de competencias, deberá resolverse cuál de todas ellas es '
prevalente y, por tanto, aplicable al cft,so. De todos modos antes
de entrar en este análisis conviene recordar que la compe­
tencia invocada por la Generalidad para cuestionar la consti­
tucionalidad de los· preceptos que hemos dicho no as una com·
petencia normativa; de aqui que pierda in·terés cuanto se ar­
gumenta. por ejemplo, respecto a la competencia que define
el articulo 149, 1, 27, de la CE ty dentro del marco constitu­
cional, asuma la Generalidad .en el articulo 16. ~ de su EA),
pues también en esta materia la Comunidad Autónoma tiene
la competencia. de ejecución, dentro de las normas básicas, cuya
emisión corresponde al Estado. Como el Abogado del Estado
vincula la cinematografia a los medioS' de comunicaci6n social
y la Generalidad a la .-cultura_ y a los -espectáculos-, y aquél,
además, destaca los aspectos tributarios que se anudan a la
calificación de las pelieulas. todos estos aspectos tendrán que
examinarse. Como las técnicas a utilizar para indagar cuAl el
la regla que debe prevalecer -cuando no puedan aplicarse con­
juntamente, si todas ellas llamarán a la materla de que se
trata- tienen que tener muy presente. junto con los definidos
ámbitos competencialas, la razón o fin de la norma atributiva
de competencia y el contenido del precepto cuestionado, es
obligado que antes de avanzar en la consideraci6n de las indi­
cadas reglas competenci.alas fijemos la atención en 10 que es
la calificación de pel1culas y en los objetivos a que sirve.

Cuarto.-Un estudio de la Ley 1/1982 pone de manifiesto que
la funci6n calificadora que establecen los preceptos de esta Ley
en los artículos 1.0 (pellculas de carácter pornográfico o que
realicen la apologia de la violencia) y 7.° {peliculas que revis­
tan interés cultural o signifiquen una experimentaci6n en el
lenguaje cinematográfico), es un medio dirigido a la conse­
cuci6n de fine9 opuestos, aunque obviamente, todos guiados

,por el logro de un interés que se estima digno de protección.
La calificaci6n de pelicuias de -Arte y ensayo_ (arttculo 7.°)
es un medio que con técnicas de fomento se orienta a la pro­
moción y tutela de un bien cultural y que en defmitiva se
sitúa dentro de uno de los principios. proclamados por la CE (ar­
ticulo 44.1J. En el caso del articulo 7.°, la protección 'se, dirige
a pelleulas de nacionalidad española o extranjera, estas últi­
mas en versión original, subtituladas o no, de interés cultural,
v se dota mediante estímulos fiscalés, (articulo 9.°) cuando la
exhibici6n de la peUcula calificada se hace en salas también
calificadas. Se trata, en este caso, de una actividad de fomento
de bienes culturales, a la que se sirve mediante estimulos po­
sitivos desgravatorios, esto es mediante exenciones tr'huta­
rias de carácter obletivo. La calificaci6n de pel1culas _X_, esto
es, pornográficas o que realicen la apologia de la violencia, se
configura como un fenómeno de intervenci6n, de carácter ne­
gativo, restrictivo de unas actividades. que se hace eficaz me·
diante limitaciones (sólo podrán proyectarse en sa:as -X", a las
que no tienen acceso los menores larticulo 1.°1, presiones fis­

"cales, a través de una exacciÓn parafiscal lartlculo 3,°1 y agra­
vaci6n de un impuee:to [articulo 4,°1 y exclusión de todo tipo
de ayuda, protección o subvención del Estado). Todo este con­
junto, ligado a ia calificación. se orienta a la protecci6n de un
bien constitucionalizado, como es la protección de 'a juventud
y de la infancia (artículo 20.4 y, en su, caso. articulo '39.4 de
la CEI. en relación con la sensibilidad moral del espectador
medio. Se trata en este ca:so de una intervención coactiva de
signo policial .v de medidas negativas· d.esestimuladoras de una
actividad. Con estas consideraciones podemos analizar los pre­
ceptos constitucionales v estatutarios esgrimidos en este pro­
ceso para defender la conformidad o disconformidad con la CE
de la disposición adicional segunda y, en su caso, los articu­
las 1.0 y 7.° de la Ley impugnada.

Quinto.--Como el Abogado del Estado v.incula la cinema­
tografía a los modios de comunicación social y respecto de
éstos el articulo 149, 1, 27.·, de la CE attibuye al Estado la
competencia para dictar las normas básicas y a las Comuni­
dades Autónomas que las haya asumido la competencia nor:­
mativa de desarrollo y la de ejecución (en el caso de Cata­
luña, articulo 16. 2, de su EA), tenemos qUe estudiar, prime
ro, 51 tales preceptos comprenden la cinematografid. y atraer.
a su campo esta materia en el sentido de someterla a Uf
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Jjunto normativo bástco integrado en el común denomina­
or de .normas bAsteas de los medios de comunicación social.
'usndo se trata de este coftcepto, el significado de corouni­
ación social que importa, no es el que pueda ser común
n el área de la sociología de la comunicación, de modo que
uanto desde este punto de vista se diga ácerca de si la
lnematografta (u otras actividades, como la teatral) es o na
na actividad comunicativa y st, d&Sde consideraciones socio­
ig1ca.s. se encuadra o no la ainematograf1a en el genérico
onoepto de medios de comunicación social, DO es decisivo des­
e la perspectiva ordenada a la inclusión de la cinematografía
n una determinada definición competencia!. Desde le.s pautas
onstitucionales. y de los preceptos estatutarios, DO puede de·
irse que cuando el articulo 149, 1, 1:1.&, de la CE y lueg9 el
rtfculo 16, 2, del EA CataJufla ha enunciado unos medios de
omunicación social completando la fórmula oon la expresión
v en general, de todos los medios de comunicación social .. ,
trae a su OElmpo las manifestaciones culturales que tienen en
tros preceptos sus propias y prevaJentes reglas competencia·
iS. El problema. respecto de las pelicul86 de .arte y ensayo.. ,
'3 sitúa más en el marco del fomento de la cultura, porque
t finalidad de las normas Uas hemos recordado en el funda­
lento anterior) Be orienta a la proteocl6n y estimulo de W10S
¡enes culturales, mediante técnicas de foinento referidas a
el.fculas de nacionaJidad espa.ftola o extranJeres que revistan
lteréS cultural. Por el contrario, el conjunto de medidas,
oactivas unas, y desestimulatorias otras, dependientes de la
'l.lifioación de peUcula.s .X.. , se configuran. en un aspecto
31evante, como un limite a las libertades que proclama el
rticulo 20 de la CE. Aparece asf que es relevante. tratándose
El las peltcuJas de .arte y en'8&Yo", el aspecto cultural; en
tS pelfcu1as .X.. el aspecto protector en el sentido indicado
1 final del fumAamento cuarto. Con estas consideracJones pa­
l.mos a estudiar los preceptos constitucionales _y estatutarios
lvocados por la Generalidad.

Sexto.-eomo adelantábamos, estos preceptos son los del ar·
culo 148, 1, 17.'" (fom&nto de la cultura) y artfculo 148, 1, 19.·
:ldecuada utilizaoión del ocio) en cuanto atribuyen compe­
mela exclusiva asumida en el articulo 9, 4.9 lcultura), y
'.0 lespectácu:os) del EA Cataluña. Que el cine Iy con él otras
lanifestaciones, como el teatro) resulten incluibles también
11 estas dos rúbricas, pues el cine es desde estimaciones di­
ersas una actividad cultural y un espectáculo, no debe Ue­
amos necesariamente a proclamar que la competenoia sobre
l que aquf se debate corresponde a la Generalidad. Por de
rento, pecaría de superficial todo intento de construir sobre
~ idea de competencIa en materia de cultura, concretada al
rticulo 148, 1, 17.·, una competencia omnímoda y excluyente.
s. lect.ura de otros textos de la CE (sobre todo el arUcu­
l HQ, 2, pero también 106 que en la lista de este Utulo se
~fieren a materias culturales) y una reflexión sobre la vida
ultural, lleva a la.. conclusión de que la cultura es algo de
t competencia propia e institucJonal t&nto del Estado oomo
e las Comunidades Autónomas, y aún podríamos aflad.ir de
tras Comunidades, pues al11 donde vive una comunidad hay
na manifestación cultural respecto de la cual las erstruc·
J.ras públicas representativas pueden ostentar com.petencias,
''Jntro de lo que entendido en un sentido no necesariamente
')cnico-ad;ministrativo puede oomprenderee dentro de .fomen­
:J de la cultura.... Esta eS la raz6n" a que' obedace el artfcu­
) HQ. 2, de la CE en el que después de reconocer la competencia
uton6m1ca afirma una competencia estataJ, poniendo el acen­
') en el servicio de 1& cultura oomo deber y atribuci6n esen­
ial. Hay, en fin, una competenoia estatal. y una competencia
utonómice., en el sentido de que más que un reptlrto oom­
etendal vertical, lo que se prrxiuoe es una concurrencia de
ompetenciB8 ordenada a la preservación y estfmulo de los
alares culturales propios del cuerpo aoclal desde la instancia
ública correspondiente, Que en materia cultUl'8i1. es destacada

:lo acción auton6mica es algo inherente ".la Comunidad (ar­
cu'lo 2.° CEJ. Que a I!!U vez al Estado .compete también una
ompetencie. que tendrá, ante todo, un área de preferente aten·
i6n en la pt"f!servación del patrimonio cultura.l común, pero

Sala Segunda. Recurso de amparo número 49.'311983,
SentencUJ número 50/1984, de S de abril.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
on Jerónimo Arozamena Sl.erra, Presidente, y don Francisco
fubio Llorente. don Luis Diez·Picazo y Poncede León -don
·rancisco Tomás v Valiente y don Antonio Truyol Serra· Ma-
istrados, ha pronunciado '

EN NOMBRE DEL REY

\ siguiente

SENTENCIA

n el recurso de amparo número 493/1983, promovido por don
ernando Chueca Goitia y don Rafael Manzano Martas contra
3. inactividad de 1& Audiencia Nacional para hacer efectiva la
~ntencia dictada por la misma el 21 de junio de 1980. En dicho
sunto han sido parte' don Farnando Chueca Gottia y don Ra­
tel Manzano Martas, representados por el Procurador don Ju­
in Zapata Diaz y asistidos por el Abogado don Eduardo Garcia

también en aquello que -precise de tratamientos generales o
que hag;;.;n menester er,a ac(;!ón publica cuando los bien(~:) c::u;·
turales pudleran no lograrse desde otras instancias, es algo
que está en la linea de la proclamación que se hace en el
indicado 'Precepto constitucional. Tratándose de las películas
que diC(l el arUculo 7.° de la Ley 1/1982, cuya calificación
comporta a través de la exhibición unas~desgravaciones fi5i a­
les estatales, la competencia de calificación no puede nc~Wrse
a la Administ.ración del Estado, lo que. obviamente, no CiuITa
-el camino al fomento por la Generalidad. de peIIculas que
tengan interés cultural. sin que esto prejuzgue ni el alcance
del ejercicio de las competencias de esta naturaleza que pue­
dan tener determinadas Comunidades Autónomas, dado el ca·
rácter concurrente de las competencias estatales y comunita·
nas en el 1mbito cultural, ni la solución de futuros conflictos
de competencia planteados al respecto.

Séptimo.-L1egamos ahora a la otra regla. La Generalidad
invoca para sustentar su pretensión, referida tanto a las pe-­
liculas -X.. como a las peliculas de .arte y ensayo., la que
situándola en el articulo 148, 1, 19.·, de la CE se asume (en
el sentido del articulo 147, 2, dIJ, por el articulo 9.°, 31, de]
EA de Cataluña, a cuyo tenor la Generalidad tiene oompetencia
exclusiva en materia de espectáculos. La expresión espectá.cu·
los, que emplea el citedo precepto para acotar por tal referen­
cia material, Wl sector de la actividad públlca. dista mucho
de ser suficientemente precisa, y no s610 en cuanto a 10 que
debe comprenderse en indicada rúbrica, sino principalmente
en CUl;\nto a los tunbitos con relevancia competencial y IUS·
ceptible de tratamiento. juridico, que debe comprenderse en
tal titulo. No hay objeciones para comprender el cine en el
capitulo de los;'espectáculos», Que en la regla del artícu­
lo 148, 1, 1Q.8 (adecuada util1za.ct6n del ocio), y en la del
artfculo 9.°. 31 (espectáculos). deba comprenderse, con pre·
ferencia a toda otra regla oompetencial, la caJ1ficac16n de pe­
liculas objeto de la Ley Vl982, no resulta, sin más, de la
consideración del .cine.. como espectáculQ. Por de pronto, esto
no es as1 para el régimen de las pelfculas de -arte y ensayo.. ,
oomo antecedente para dotarlas del estimulo fiscal que esta­
blece el articulo 8.° de la mencionada Ley, como hemos dicho
anteriormente. Tampoco para les peUculaa .X.. , el articulo 9...., 31,
del EA atrae a sU ámbito le. calificación. ,La regla preferente
es aquI la que arrancando del carácter de Umitac1ón tal como
resulta de la protección a la juventud y a la infancia (funda·
mento quinto), actuando mediante la técnica de prohibición
(articulo 1.0 de 1& Ley 1/1982) y la de presl6n econ6mica, a
través de medidas negativas (articulo 5,°), sujeción a una
exaoción parafisoal (articulo 3.°) y agravaci6n "de una moda­
lidad impositiva (artIculo 4.9 ) requiere un tratamiento bé.sico
uniforme. Tratindose de una limitación que tlene IU justifi­
cación constitucional en el articulo 20, 4, de la CE. debe ga·
rantizarse un mismo contenido básico a esta vertiente negativa
de la Hbertad que proclama el indicado precepto, contenido
que atrae a la competencia estatal en el man::o del artícu~

lo 149, 1, 1,·, la eaUnoación de las pelfcule.s .X...

FALLO -

En atención a todo lo expuesto. el TribunaIJ. Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NAC10N ESPA~OLA,

Ha decidido'
Desestimar el recurso de 1nconstituc1onaUdad Interpuesto

contra la Ley Vl982, de 24 de febrero,
Publiquese en el .BoleUn Ofici&l del Estado...

Dada en Madrid & a de "ril de 19M.-Firmado: Manuel
G&rcf.a.-Pela.yo y Alonso.-Jerónimo·Arozamena Ste1T8.":"Angel
Latorre Segura,-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Franctsco
Rubio Llorente.~loria Begué Cantón,-Luls -Dfez Pioazo.­
Francisoo TomAs y VaJfente.~Rafael GOmez-Ferrer Morant.­
Angel Escudero del Corral.-Antonio Truyo! Serra.-Francfsco
Pera Verdaguer.-RubrJCfldos.

de Enterria, el Fiscal general del Estado ., el Abogado del
Estado. .

Ha sido ponente el Magistrado don Francisco Rubio Llorente,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES
Primero.-Por escrito presentado el 15 de fullo de 1983, el

Procurador don Julián Zapata D1az, en nombre y representa­
ción de don Fernando Chueca Golt1a y don Rafael Manzano
Martos, formula demanda de amparo constitucional. por Viola·
ción del derecho a la tutela fudicial efectiva de) articulo 24, 1,
de la CE, producida por la Administración_" la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional en el inci~
dente de ejecución de la sentencia número 20.076; solicitando
la declaración de su derecho a que los órganos ludiciales adop­
ten las medidas eficaces para asegurar el cump imlento integro
por el Ministerio de Cultura de la referida sentencia de 21 de
Junio de 1980 (confirmada por la del Tribunal Supremo de 7 de
juHo de 1982), con el abono de las sigufUltes cantidades: Im­
porte principal de las minutas de honorarios de IOI!! recurrentes
a que se refiere el fallo, correspondiente a 108 proyectos entre­
gados en Julio de 1972 y diciembre de 1978, respectivamente:


